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I. Introducción

Mediante el decreto 616 del 07/03/2017, la provincia de Tierra del Fuego dispuso la creación de un
Protocolo de atención integral a las víctimas de violencia de género.

El citado instrumento tiene como objetivo central dotar a cada organismo, institución y/o agente público de
una herramienta que permita determinar una pauta objetiva de actuación frente a un caso de violencia de género,
permitiendo involucrar, ordenar y coordinar la actividad de los distintos organismos intervinientes para que el
abordaje de la problemática no sea aislado, sino con una mirada e intervención sistémica e integrada con otras
disciplinas y actores sociales.

De este modo, esta valiosa herramienta reconoce que la violencia de género integra un sistema de
dominación contrario a la justicia y el derecho, que se consolida como estructuras psíquicas (modos de sentir,
pensar y actuar), sociales, económicas, políticas y jurídicas que interactúan y construyen realidad: una realidad
que reproduce la desigualdad.

Coincidimos en interpretar que la institucionalización de la igualdad de género demanda del diseño de
políticas y de estrategias tendientes a transversalizar la perspectiva de género como herramienta
teórico-metodológica y, a su vez, que permita identificar mecanismos o dispositivos económicos, sociales e
institucionales que sustentan la subordinación de mujeres a hombres (1).

En el contexto reseñado, el Protocolo cumple holgadamente con los estándares más elevados en la materia,
constituyéndose en una trascendente herramienta que debiera ser replicada en todas las jurisdicciones del país
que no cuenten con un instrumento similar.

II. El Protocolo. Principios generales. Contenido

El instrumento aprobado por la provincia de Tierra del Fuego mediante decreto 616/2017 se erige como una
herramienta fundamental para establecer un marco de actuación interinstitucional ante la presencia de
situaciones de violencia de género, orientada primordialmente a la protección integral de los derechos de las
víctimas, que deberán ser observadas por cada agente de la Administración Pública Provincial.

Pretende, de este modo, contribuir a la sistematización y articulación de buenas prácticas compatibles con
los derechos humanos en la atención de víctimas, ya sea para la detección temprana de situaciones de violencia
de género, la evaluación del riesgo y /o la actuación de los casos detectados y en su elaboración han participado
distintos actores sociales como los Ministerio de Desarrollo Social, de Salud, Educación y Seguridad de la
provincia, como así también operadores del Poder Judicial y ha contado especialmente con la participación de la
Gobernadora de la Provincia, la Dra. Rosana Bertone.

a) Fundamentos

El Protocolo reconoce, en primer lugar, que los Estados como garantes de los derechos humanos a partir de
la ratificación de los tratados y convenciones internacionales de derechos humanos (2), tienen la obligación de
disponer medidas de acción positivas para tornar efectivos los derechos allí consagrados, generando actividades
orientadas a la prevención, promoción, atención de todo tipo de violencia y empoderar a las mujeres para la
construcción de una cultura de derechos, una cultura de paz.

Parte de una visión de desarrollo género-sensitivo (3) en la cual la mujer sea protagonista junto con los
hombres, los jóvenes, niñas y niños, en la defensa y promoción de los derechos humanos, que nos llevará a una
sociedad con un desarrollo justo, hacia una cultura de paz, de libertad, de autonomía, donde el derecho a la vida,
a la integridad psicofísica, al desarrollo integral de la personalidad y el derecho a la dignidad, serán los
cimientos de una vida plena y feliz de los miembros de una comunidad.

Bajo estas premisas, ordena criteriosamente los motivos que justifican su creación, entre los que se destacan:

- La defensa, garantía, promoción, prevención y asistencia requiere de acciones coordinadas
interdisciplinariamente e intersectoriales desde un enfoque transversal.

- La obligación de investigar de manera efectiva y rápida los hechos de violencia contra la mujer,
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enjuiciando e imponiendo sanciones apropiadas, como también hacer efectivo el derecho a las víctimas a una
reparación que incluya una adecuada y justa compensación, así como capacitación y sensibilización para
enfrentar la violencia de género en todos los ámbitos.

- Generar una herramienta clara y eficaz donde cada organismo, institución, agente, profesional sepa cómo
actuar ante un caso de violencia de género, ya que se parte de la base de la corresponsabilidad que todos los
organismos estatales tienen ante ésta y otras problemáticas.

b) Principios rectores

El protocolo reconoce como principios rectores:

1.- Dignidad: constituye la base del reconocimiento y promoción de los derechos humanos y esencia misma
del ser humano. La defensa y garantía de la dignidad de las personas está orientada a evitar revictimizaciones.

2.- Asistencia y protección: la víctima puede ser acompañada por una persona de su confianza en toda
instancia del proceso (judicial o administrativo); asumiendo de este modo el criterio adoptado por el art. 25 de la
ley 26.485.

3.- Principio de igualdad y no discriminación: principios fundamentales de los derechos humanos y atributos
inherentes de toda persona. Implica que no existen diferencias en razón de la edad, raza, etnia, nacionalidad,
sexo, género, orientación sexual, identidad de género o clase social.

4.- Acceso a la justicia: principio vital para garantizar la realización y ejercicio de los derechos de las
personas.

5.- Gratuidad: principio vinculado con el acceso a la justicia y a los servicios del Estado Provincial en la
atención de la problemática integral de las víctimas de género a través de distintos programas. Según el art. 39
de la ley nacional 26.485, "el acceso a la justicia es gratuito independientemente de la condición económica de
las mujeres, no siendo necesario alegar ni acreditar situación de pobreza".

6.- Celeridad: es fundamental a fin de brindar, en tiempo eficaz y oportuno, las medidas de protección
necesarias. De allí que la articulación con las distintas áreas e intervenciones sean sistematizadas.

7.- Información adecuada: se debe brindar a la víctima toda la información (jurídica, profesional médica,
etc.) de manera clara, sencilla y accesible.

Asimismo, contempla el derecho de todas las personas a ser oídas y participar en los procesos, con
asistencia letrada y/o en compañía de personas de su confianza si resultara pertinente. Se garantiza
especialmente la participación y el ejercicio del derecho a ser oídos de las personas menores de edad y con
capacidad restringida, con la asistencia de los apoyos necesarios.

Reconoce con acierto la necesidad de contar con un equipo de trabajo interdisciplinario para abordar esta
problemática. Ello implica la intervención, en distintas fases de actuación, de todas las áreas vinculadas en esta
problemática (Desarrollo Social, Salud, Educación, Seguridad, Derechos Humanos, Discapacidad), en el ámbito
de sus competencias, pero de manera articulada y no como compartimentos estancos.

De este modo, no solamente recoge principios doctrinarios emanados de diversos instrumentos de derechos
humanos, sino que también adopta alguno los criterios jurisprudenciales sentados por distintos tribunales de
nuestro país en lo atinente a la protección de la mujer víctima de violencia de género (4).

c) Fases del Protocolo

El instrumento provincial que aquí comentamos propone que la intervención frente a un caso de violencia de
género o violencia doméstica se presentará en tres fases:

a.- Detección temprana de signos: en primer lugar, se establece que todos los operadores a los que se aplica
el Protocolo que tomen conocimiento de que podría existir una situación de violencia de género, deberán
realizar una entrevista con el objetivo de analizar una primera valoración del riesgo y determinar los pasos a
seguir. En caso de detectarse en otro ámbito de la Administración Pública Provincial, se deberá dar intervención
a la Secretaría de Derechos de Familia y Políticas de Género.

b.- Atención de emergencia: la atención de emergencia se debe brindar, a través de las áreas donde concurra
la víctima de violencia en primer lugar, conforme el Cuadro de Actuación ante una situación de violencia de
género.

c.- Asistencia integral: la atención integral será brindada por la Secretaría de Derechos de Familia y Políticas
de género. El Ministerio de Desarrollo Social Provincial actuará como organismo coordinador de las acciones a
implementar en las distintas áreas.

Documento

© Thomson Reuters Información Legal 2



III. Análisis del Protocolo. Nuestro comentario

A partir del desarrollo realizado en el punto anterior, estamos convencidos de que el Protocolo de
intervención en casos de Violencia de Género se constituye como una herramienta moderna y eficaz para todas
aquellas personas que se desempeñen en el ámbito de la Administración Pública de la Provincia de Tierra del
Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y que tomen conocimiento de situaciones vinculadas con situaciones
de violencia de género.

Bajo esta premisa, cumple con determinar en forma clara sus objetivos generales, su ámbito de aplicación y
los resortes de acción previstos para cada uno de los agentes intervinientes en la denuncia y posterior
tratamiento del caso de violencia del que se trate.

En lo que respecta a su contenido, es imprescindible destacar que dedica un necesario espacio para brindar
definiciones concretas sobre conceptos que son fundamentales para comprender integralmente el modo en cómo
se presenta y desarrolla un caso de violencia de género.

En efecto, el punto 6 del Protocolo, plausiblemente, brinda definiciones específicas sobre los conceptos de
"género", "transversalidad de género", "violencia de género", "violencia contra las mujeres", "tipos de violencia
contra la mujer", "maltrato hacia las adultos mayores", "violencia contra las personas con capacidad restringida
e incapaces y con discapacidad", con el objeto de que toda persona o agente que trabaje con este Protocolo de
actuación se guíe bajo conceptos uniformes, sobre todo en lo relativo a los distintos tipos y modalidades en los
cuales la violencia de género se expresa, y cuya visibilización resulta necesaria a fin de desnaturalizar la
conducta abusiva que pudiera darse.

A fin de conceptualizar los términos referidos, se nutre y toma como fuente los principios rectores de la ley
26.485 de Protección Integral de la Mujer, articulando sus principios a estándares reconocidos por la OMS,
UNICEF, UNFPA, PNUD, ONU MUJERES y la Convención Interamericana sobre la Protección de los
Derechos Humanos de los Adultos Mayores.

En otro orden de ideas, el instrumento de actuación que aquí anotamos establece acertadamente que no
puede pensarse en forma fragmentada en el fenómeno de la violencia de género, en tanto esta forma de
comprender el problema, provoca situaciones de revictimización, incrementan las diferencias entre hombres y
mujeres, debilitando los procesos de transformación de una sociedad.

En cuanto a su ámbito de aplicación, sus objetivos y los mecanismos que establece para su implementación,
tiene una aceitada sintonía con los fundamentos que justifican la creación de este instrumento, que reconoce
como fuente inmediata el proyecto de Protocolo para la atención de víctimas de violencia familiar 2014/2015
formulado por de la Secretaría de DDHH Provincial en ese período, como también actividades realizadas desde
los distintos Ministerios Provinciales vinculados con la temática de la violencia de género.

Bajo esta premisa —como hemos reseñado precedentemente—, el Protocolo cumple holgadamente su
cometido, constituyéndose como una herramienta imprescindible para que los distintos operadores que
interactúan frente a un caso de violencia de género, realicen su tarea en forma rápida y eficaz, evitando la
revictimización de la víctima, brindando una rápida salida a la situación de violencia, con acompañamiento
profesional para que la reinserción social no sea traumática.

Al efecto, resultará fundamental el análisis de los datos que surjan de las denominadas "tablas orientadoras",
a través de las cuales se establecerán indicadores de riesgo ante situaciones de violencia de género, valoración
de la seguridad y evaluación del riesgo, si una mujer se reconoce en situación de violencia de género,
implementación del protocolo en otras áreas de la administración pública provincial, entes autárquicos y
adherentes, encomendaciones generales para la actuación ante una situación de violencia de género.

IV. Palabras de cierre

En primer lugar, celebramos la creación de este tipo de instrumentos que sin duda se constituyen en pilares
fundamentales para prevenir, combatir y erradicar la violencia contra las mujeres.

En lo que respecta puntualmente a este Protocolo, observamos que se funda en elementos teóricos
(conceptualizaciones importantes para comprender la cuestión de género), como también es el resultado de un
proceso de trabajo y consultas con las áreas y operadores implicados que trabajan y pueden estar relacionados
con víctimas de violencia de género.

El objetivo es brindar orientaciones y líneas de actuación, con el fin de construir buenas prácticas que
permitan hacer efectivo el acceso a la justicia, un trato humanizado para las víctimas y que se adopten medidas
eficaces en tiempo oportuno. Así también pretende promover la incorporación de la perspectiva de género en la
actuación de los distintos efectores y operadores.
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En este contexto, el protocolo analizado representa un nuevo avance normativo en el reconocimiento,
prevención y erradicación de la violencia intrafamiliar y violencia contra la mujer.

De su incorporación a la práctica forense, importa la articulación de nuevos mecanismos para evitar la
continuidad de los hechos de violencia denunciados, y sobre todas las cosas, promover medidas de seguridad
efectivas a fin de tutelar la integridad de las víctimas del agresor.

Debemos recordar, en este punto, que por la propia naturaleza que presenta el conflicto intrafamiliar, este se
desarrolla dentro de un ámbito íntimo, dentro del cual la injerencia del Estado es estrecha.

Por ello resultan saludables todas las medidas que eviten someter la denuncia a engorrosos rituales judiciales
a fin de determinar las causas que en forma directa o indirecta favorezcan o estimulen los procesos violentos en
curso.

(1) SBDAR, Claudia, "Repensando la violencia de género desde una perspectiva sociológica", LA LEY
22/12/2016, 1.
(2) Art. 75, inc. 22, CN. Convención Belém do Pará, Informes de Comités de DDHH y de distintos Pactos,
Convenciones Internacionales de DDHH.
(3) ONU MUJERES. Curso "Igualdad de género a nivel local en América Latina y el Caribe: gobernabilidad
democrática y desarrollo inclusivo". Abril/junio 2016.
(4) Ver a modo de ejemplo: Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires - "G., A. M. insania y
curatela y causas acumuladas" - 04/11/2015 - DFyP 2016 (agosto), 78 con nota de Elena B. Mendoza -
AR/JUR/46459/2015; Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán, sala civil y penal - "S., S. S. s/
homicidio doblemente agravado por el vínculo y alevosía" - 23/03/2017 - DPyC 2017 (junio), 107 -
AR/JUR/3605/2017; Tribunal de Familia de Formosa - "T., A. E. c. L., C. M. s/ violencia familiar" - 17/02/2017
- LA LEY 01/06/2017, 5 - AR/JUR/2393/2017, entre muchísimos otros.

Documento

© Thomson Reuters Información Legal 4


